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Sobre:  
 
Art. 5.05 LA, Art. 190 
CP Recl. Apropiación 
Ilegal Agravada, Art. 
108 CP Art. 199(D) 
CP, Art. 245, Tent. 
Art. 93 CP Recl. 
Agresión Grave 
 

Panel integrado por su presidenta, la Jueza Fraticelli Torres, el Juez 
Hernández Sánchez y el Juez Ramos Torres 

 
Fraticelli Torres, Jueza Ponente 
 
 

 RESOLUCIÓN 

En San Juan, Puerto Rico a 31 de agosto de 2016. 

 El señor Daniel Torres González se encuentra confinado en la 

Institución de Guayama 500, cumpliendo una sentencia de nueve años de 

prisión que le fue impuesta por el Tribunal de Primera Instancia, Sala de 

Aguadilla, el 24 de octubre de 2014. El señor Torres hizo alegación de 

culpabilidad, luego de suscribir un preacuerdo con el Ministerio Público. 

Nos solicita, en primera instancia, que revisemos su sentencia con el fin 

de que pueda reducirse mediante la aplicación de atenuantes. No hace 

referencia a decisión alguna del Tribunal de Primera Instancia que 

debamos revisar.  
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 No podemos acceder al pedido del señor Torres por los 

fundamentos que explicamos a continuación.  

I. 

En primer lugar, hay un escollo jurisdiccional que nos impide entrar 

en los méritos de su petición. Este tribunal solo tiene jurisdicción 

apelativa, es decir, solo podemos revisar decisiones del Tribunal de 

Primera Instancia o determinaciones finales de las agencias 

administrativas que afecten derechos o prerrogativas de los litigantes. No 

podemos atender el tipo de asunto que presenta el señor Torres en 

jurisdicción original.  

En su recurso, no hace referencia el peticionario a resolución u 

orden específica del Tribunal de Primera Instancia que debamos revisar. 

El peticionario no acompañó su escrito con documento oficial alguno, por 

lo que no tenemos las sentencias por las que se le condenó, fecha de la 

comisión de los delitos, detalles de la alegación de culpabilidad, entre 

otros hechos indispensables para evaluar su petición de que una ley 

posterior es más benigna que la que se aplicó en su caso.  

Sin esa información no podemos acreditar nuestra jurisdicción ni 

evaluar los fundamentos que avalaron la denegatoria a la que hace 

alusión, si es que esa gestión fue realizada ante el Tribunal de Primera 

Instancia oportunamente. Es necesario que las partes se refieran y 

presenten copias de las decisiones específicas que interesan revisar y que 

demuestren la fecha en que fueron notificados de tales decisiones, con el 

fin de poder determinar si tenemos jurisdicción para atender el asunto 

planteado, pues, sin jurisdicción, toda actuación de este foro es nula. No 

sabemos qué debemos revisar, no podemos acreditar nuestra jurisdicción 

y no está claro el propósito del recurso, lo que nos expondría a revisar 

una y otra vez el mismo asunto que se ha traído ante nuestra 

consideración por el peticionario. 

En segundo lugar, lo que solicita el señor Torres no le aplica a su 

caso. Él llegó a un acuerdo con el Ministerio Público, para hacer 
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alegación de culpabilidad, al que el foro sentenciador le impartió su 

aprobación. Cuando evaluó ese acuerdo, el Tribunal de Primera Instancia 

no tenía que considerar atenuantes ni agravantes. Solo tenía que 

asegurar que el acusado entendía las consecuencias del acuerdo y que 

su consentimiento era libre y voluntario.  

Debe saber el peticionario que los atenuantes y agravantes se 

aplican a las penas determinadas que han de imponerse al imputado, ya 

declarado culpable, luego de un fallo de culpabilidad emitido por un 

tribunal de derecho o previo veredicto del jurado. Los atenuantes tienen el 

fin de ajustar las penas establecidas a las particularidades y 

circunstancias del acusado y del delito. Y ello es así porque, en esa última 

etapa del proceso criminal, logrado el fallo de culpabilidad, poco puede 

negociar el ya culpable con el Ministerio Público para amoldar la condena 

definitiva a su propia realidad. Los atenuantes sirven, pues, para aportar 

un sentido de proporcionalidad entre el delito y la pena para un convicto 

determinado. Pero, si ese convicto pudo negociar con el Pueblo la pena 

final que habría de serle impuesta, no hay atenuante que considerar. Ya 

logró la ventaja que hubiera aportado cualquier atenuante de los que 

reconoce el Artículo 67 del Código Penal vigente, según enmendado. 

Como hemos visto, no cabe hablar de activación de legislación más 

benigna alguna cuando esta no afecta la pena impuesta. No tendría el 

peticionario derecho a remedio alguno ni ante el Tribunal de Primera 

Instancia ni ante este foro intermedio. 

II 

 Por los fundamentos expuestos anteriormente, se deniega la 

expedición del auto de certiorari solicitado.  

 Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.  

 
   Dimarie Alicea Lozada 

       Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


